
JURISPRUDENCIAS EMITIDAS POR EL PLENO Y SALAS DE 
LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACION Y POR LOS 
TRIBUNALES COLEGIADOS DE CIRCUITO PUBLICADOS EN 
LA GACETA DEL SEMANARIO JUDICIAL DE LA FEDERACIóN 

DE JULIO, AGOSTO Y SEPTIEMBRE DE 1997 * 

PRIMERA SALA 

LEYES AUTOAPLZCATZVAS Y HETEROAPLZCATZVAS. DZSTZN- 
CZ6N BASADA EN EL CONCEPTO DE ZNDZVZDUALZZACZ6N 
ZNCONDZCZONADA. 

Para distinguir las leyes autoaplicativas de las heteroaplicativas con- 
viene acudir al concepto de individualización incondicionada de las 
mismas, consustancial a las normas que admiten la procedencia del 
juicio de amparo desde el momento que entran en vigor, ya que se 
trata de disposiciones que, acorde con el imperativo en ellas conteni- 
do, vinculan al gobernado a su cumplimiento desde el inicio de  su 
vigencia, en virtud de que crean, transforman o extinguen situaciones 
concretas de derecho. El concepto de individualización constituye un 
elemento de referencia objetivo para determinar la procedencia del 
juicio co~nstitucional, porque permite conocer, en cada caso concreto, 
si los efectos de la disposición legal impugnada ocurren en forma con- 
dicionada o incondicionada; así, la condición consiste en la realización 
del acto necesario para que la ley adquiera individualización, que bien 
puede revestir el carácter de administrativo o jurisdiccional, e incluso 
comprende al acto jurídico emanado de la voluntad del propio par- 
ticular y al hecho jurídico, ajeno a la voluntad humana, que lo sitúan 
dentro de la hipótesis legal. De esta manera, cuando las obligaciones 
derivadas de la ley nacen con ella misma, independientemente de que 

* En esta sección colaboró Leticia I'argas, Investigadora del Instituto de Investi- 
gaciones Jurídicas de la UNAM. 
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282 JURISPRUDENCIA 

no  se actualice condición alguna, se estará en presencia de una ley 
autoaplicativa o de individualización iii~o~ndicionada; en cambio, cusn- 
do las o,bligaciones de hacer o de no  hacer que impone la ley, no  sur- 
gen en forma automBtica con su sola entrada en vigor, sino que se 
requiere para actualizar el perjuicio de un  acto diverso que condicioiie 
su aplicación, se tratará de una disposición lieteroaplicativa o de iiidi- 
vidualización condicionada, pues la aplicación jurídica o material de 
la norma, en un  caso concreto, se h;:lla sometida a la realización clc 
esc evento. 

PJJ. 55/97 
Amparo en revisión 2104/91. Corporación Videocinematográfica blésico, 

S. A. de C. V. 20 de febrero de 1996. Unanimidad de nueve votos. Ausentes: 
Juventino V. Castro y Castro y José de Jesús Gudiño Pelayo. Ponente: Gciia- 
ro David Góngora Pimentel. Secretaria: Rosalba Becerril Velázquez. 

Amparo en revisión 1811/91. Vidriera México, S. A. y otros. 4 de junio de 
1996. Once votos. Ponente: Juan Díaz Romero. Secretario: Alejandro Siiichez 
López. 

Amparo en revisión 1628/88. Vidrio Neutro, S. A. y otros. 4 de junio de 
1996. U,nanimida de diez votos. Ausente: José Vicente Aguinaco Alenián. 
Ponente: Genaro David Góngora Pimentel. Secretario: Víctor Francisco Mota 
Cienfuegos. 

Amparo en revisión 1525/96. Jorge Cortés González. 8 de mayo de 1997. 
Unanimidad de  diez votos. Ausente: Mariano Azuela Güitrón. Ponente: Gena- 
ro David Góngora Pimentel. Secretario: Víctor Francisco Mota Cienfuegos. 

Amparo en revisión 662/95. Hospital Santa Engracia, S. A. de C. V. 29 de 
mayo de 1997. Unanimidad de  nueve votos. Ausentes: José de Jesús Gudiño 
Pelayo y Olga María Sánchez Cordero. Ponente: Juan Díaz Romero. Secre- 
tario: Alejandro Sánchez López. 

El Tribunal Pleno, en su sesión privada celebrada el siete de julio en curso, 
aprobó, con el número 55/1997, la tesis jurisprudencia1 que antecede. México, 
Distrito Federal, a siete de julio de niil novecientos noventa y siete. 

COMPETENCIA. DE LOS JUICIOS ORDINARIOS CIVILES DEBE- 
RA CONOCER EL JUEZ DEL FUERO COMUN, EN APLICACIdN 
DE LEYES COMUNES, CUANDO SE DEMANDA LA DECLARA- 
C I d N  JUDICIAL DE NULIDAD ABSOLUTA DE UN JUICIO CON- 
CLUIDO, POR SER RESULTADO DE UN PROCESO FRACTDU- 
L E N T O .  

Del estudio relacionado del artículo 104, fracción 1-A, de la Consti- 
tución, que dispone sobre el cumplimiento y la aplicación de  leyes fe- 
derales, con el artículo 124 de  la misma Carta Magna, cuyo texto señala 
que las facultades que no  están expresamente concedidas por la Cons- 
titución a los funcionarios federales, se entienden reservadas a la de 
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los Estados, debe entenderse que los tribunales locales son competentes 
para conocer de las controversias que se susciten sobre el cumplimien- 
to y aplicación de las leyes locales, puesto que esta materia no es 
competencia de los tribunales de la Federación. Ahora bien, cuando se 
promueve a través del juicio, origen de un conflicto competencial, la 
ñulidad absoluta de un- juicio concluido por ser resultado de un pro- 
ceso fraudulento, siendo la materia de la lilis, el procedimiento seguido 
en ese juicio, y no en sí el de revisar de nueva cuenta la litis del jui- 
cio cuya nulidad se pide, cabe concluir que al ser un litigio regido 
por el Código Civil de una entidad federativa, y que los preceptos que 
norman el procedimiento son los contemplados por el Código de Pro- 
cedimientos Civiles para el propio Estado, le corresponde su conoci- 
miento al Juez del fuero común, por aplicación de leyes locales, es 
decir, la competencia sólo se surte en favor de éste y no a elección del 
actor, entre el fuero federal y el común. 

la./J. 26/97 
Competencia 361/96. Suscitada entre el Juez Séptimo de Distrito en Coat- 

zacoalcos, Veracmz y el Juez Segundo de Primera Instancia en Coatzacoalcos, 
e,n el mismo Estado. 21 de mayo de 1997. Chco votos. Ponente: Humberto 
Román Palacios. Secretario: Miguel Ángel Zelonka Vela. 

Competencia 362/96. Suscitada entre el Juez Séptimo de Distrito en Coat- 
zacoalcos, Veracruz y el Juez Segundo de Primera Instancia en Coatzacoal- 
cos, en el mismo Estado. 21 de mayo de 1997. Cinco votos. Ponente: José de 
Jesús Gudiño Pelayo. Secretario: Miguel A. Ramirez Gonzaez. 

Competencia 344/96. Suscitada entre el Juez Segundo de Primera Instancia 
del Ramo Civil del Partido Judicial de la Paz, Baja California Sur y el Juez de 
Distrito en el mismo Estado. 21 de mayo de 1997. Cinco votos. Ponente: 
Olga Sánchez Cordero de Garcia Villegas. Secretario: Marco Antonio Rodrí- 
p e z  Barajas. 

Competencia 364/96. Suscitada entre el Juez Séptimo de Distrito en Coat- 
zxoalcos, Veracmz y el Juez Segundo de Primera Instancia en Coatzacoalcos, 
en el mismo Estado. 21 de mayo de 1997. Cinco votos. Ponente: Juventino 
V. Castro y Castro. Secretario: Arturo Aquiao Espinoza. 

Competencia 236/96. Suscitada entre el Juez Séptimo de Distrito en Coat- 
zacodcos, Veracruz y el Juez Segundo de Primera Instancia en Coatzacoal- 
cm, en el mismo Estado. 21 de mayo de 1997. Cinco votos. Ponente: Juven- 
tino V. Castro y Castro. Secretario: Francisco Chávez Hochstrasser. 

Tesis de jurisprudencia 26/97. Aprobada por la Primera Sala de este alto 
tribunal, en sesión de veinticinco de junio de mil novecientos noventa y siete, 
por unanimidad de cinco votos de los Ministros Humberto Román Pala- 
cios, José de Jesús Gudiño Pelayo, Juan N. Silva Meza, Olga Sánchez Cordero 
de García Villegas y presidente Juventino V. Castro y Castro. 
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COMPETENCIA.  SI EL JUICIO NO SE H A  INICIADO, EL JUEZ 
DE DISTRITO ESTA F A C U L T A D 0  PARA DECLARAR DE OFZ- 
CIO Q U E  CARECE DE ELLA, PONIENDO A DISPOSICIóN DEL 
A C T O R  LA DEMANDA Y SUS ANEXOS, SIN DECLINARLA A 
FAVOR DE O T R O .  

Del análisis al artículo 14 del Código Federal de Procedimientos - 
Civiles, en el que se establece que "ningún tribunal puede negarse a 
conocer de un asunto, sino por considerarse incompetente", se deriva 
que, cuando se presenta una demanda en la que se intenta una acción 
civil ante un Juez Federal, este puede abstenerse inicialmente de cono- 
cer del mismo, si a su criterio no reúne alguno de los requisitos de - 
capacidad objetiva que el órgano jurisdiccional debe tener para ser 
competente, lo que significa que sí tiene facultad para declararse incom- 
petente de oficio en el momento en el que se le presenta el asunto, 
mas no para declinarla a favor de otro, ya que, ante la negativa de un 
Juez de Distrito para conocer de un  asunto por estimarse incompe- 
tente, deberá poner a disposición de los actores la demanda, así como 
los documentos anexados a la misma. 

la./J. 25/97 
Competencia 361/96. Suscitada entre el Juez Séptimo de Distrito en Coat- 

zacoalcos, Veracruz y el Juez Segundo de Primera Instancia en Coatzacoalcos, 
en el mismo Estado. 21 de mayo de 1997. Cinco votos. Ponente: Humberto 
Román Palacios. Secretario: Miguel Angd Zelonka Vela. 

Competencia 362/96. Suscitada entre el Juez Séptimo de Distrito en Coat- 
zacoalcos, Veracruz y el Juez Segundo de Primera Instancia en Coatzacoalcct!, 
en el mismo Estado. 21 de mayo de 1997. Cinco votos. Ponente: José de Je- 
sús Gudiño Pelayo. Secretario: Miguel Á. Ramírez González. 

Competencia 344/96. Suscitada entre el Juez Segundo de Primera Instancia 
del Ramo Civil del Partido Judicial de La Paz, Baja Califomia Sur y el 
Juez de Distrito en el mismo Estado. 21 de mayo de 1997. Cinco votos. Po- 
nente: Olga Sánchez Cordero de García Villlegas. Secretario: Marco Antonio 
Rodríguez Barajas. 

Competencia 364/96. Suscitada entre el Juez Séptimo de Distrito en Coat- 
zacoalcos, Veracruz y el Juez Segundo de Primera Instancia en Coatzacoalcos, 
en el mismo Estado. 21 de mayo de 1997. Cinco votos. Ponente: Juventino 
V. Castro y Castro. Secretario: Arturo Aquino Espinoza. 

Competencia 236/96. Suscitada entre el Juez Séptimo de Distrito en Coat- 
zacoalcos, Veracruz y el Juez Segundo de Primera Instancia en Coatzacoalcos, 
en el mismo Estado. 21 de mayo de 1997. Cinco votos. Ponente: Juventino 
V. Castro y Castro. Secretario: Francisco Chávez Hochstrasser. 

Tesis de jurisprudencia 25/97. Aprobada por la Primera Sala de este alto 
tribunal, en sesi6n de veinticinco de junio de mil novecientos noventa y siete, 
por unanimidad de cinco votos de los Ministros Humberto Román Palacios, 
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José de Jesús Gudiño Pelayo, Juan N. Siha Meza, Olga Sánchez Cordero de 
García Villegas y presidente Juventino V. Castro y Castro. 

M U L T A ,  SUSTZTUCZÓN DE L A  PENA DE PRZSZÓN P O R .  

El artículo 70 del W i g o  Penal Federal, en su fracción 111, estable-. 
ce que la pena de prisión que no exceda de tres años podrá ser susti- 
tuida por multa, tomando en cuenta para ello lo dispuesto en los. 
artículos 51 y 52 del mismo ordenamiento legal. Ahora bien, si para 
el efecto de la individualización de las sanciones, con base en estos. 
últimos preceptos deben tomarse en consideración tanto las circunstan- 
cias personales del inculpado, como las peculiaridades que concurrieron 
en la comisión del ilícito, su trascendencia y repercusión, y dicho aná- 
lisis conducirá a ubicar el grado de culpabilidad del sentenciado, y. 
sobre esa base se le impndrán las penas que correspondan según el 
caso; luego, cuando se le conceda el beneficio de la sustitución de la 
pena de prisión, para fijar la multa sustitutiva únicamente ha de con-. 
siderarse que en término's de la parte final del artículo 29 del propio 
código represivo, un día multa corresponde a un día de prisión, y así 
establecerse el monto de tal sustituto penal, pues volver a considerar 
aquellas circunstancias para determinar ahora la cuantía de la multa 
específica que habrá de enterar el sentenciado para disfrutar de dicho- 
beneficio, se traduciría en una modificación a la pena de prisión que 
le fue impuesta, atendiendo precisamente a esas particularidades. 

la./J. 29/97 
Contradicción de tesis 58/95. Entre las sustentadas por el Segundo Tribu- 

nal Colegiado del Décimo Primer Circuito y el Segundo Tribunal  colegiado^ 
en Materia Penal del Primer Circuito. 28 de mayo de 1997. Cinco votos. Po- 
nente: Juan N. Silva Meza. Secretario: Rodolfo Bandala Ávila. 

Tesis de jurisprudencia 29/97. Aprobada por la Primera Sala de este alto. 
tribunafl, en sesión de veinticinco de junio de mil novecientos noventa y siete, 
por unanimidad de cinco votos de los Ministros presidente Juventino V. Cas- 
tro y Castro, Humberto Román Palacios, José de Jesús Gudiíío Pelayo, Juan 
N. Silva Meza y Olga Sánchez Cordero de García Villegas. 

PROCEDENCIA DEL AMPARO INDIRECTO C O N T R A  L A  O R - -  
DEN DE REAPREHENSZÓN Y SU EJECUCZÓN. 

La orden de reaprehensión y su ejecución, independientemente de 
que sean resultado de la conducta contumaz del inculpado a cumplir- 
con las obligaciones contraídas con el Juez que le concedió el beneficio, 
de libertad provisional bajo caución, afectan su libertad personal e in-. 
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tegridad corporal, y si bien el artículo 303, fracción IV, del Código 
Penal del Estado de Veracruz, establece el recurso de apelación contra 
los acuerdos que revoquen la libertad provisional, no es necesario ago- 
tar ese medio de impugnación antes de acudir al amparo, porque como 
ese dispositivo admite la alzada sólo en el efecto devolutivo, no sus- 
pende la orden de recaptura, la cual puede ser ejecutada sin dar opor- 
tunidad a examinar su constitucio~nalidad. Por tanto, como esos actos 
restringen la libertad o pueden poner en peligro la integridad física 
del procesado, encuadran en los casos de excepción al principio de defi- 
nitividad que rige en materia de amparo, previsto en el último párrafo 
d e  la fracción XIII del numeral 73 de su ley reglamentaria, en concor- 
dancia con el articulo 20, fracción 1, de la Carta Magna, por ser cues- 
tiones afines a la garantía que consagra este precepto. 

la. J. 27/97 
Contradicción de tesis 5/97. Entre las sustentadas por el Tribunal Colegia- 

do en Materia Penal del Séptimo Circuito y el Primer Tribunal Colegiado 
del Décimo Circuito. 21 de mayo de 1997. Cinco votos. Ponente: Humberto 
Román Palacios. secretario: Tereso Ramos Hemández. 

Tesis de jurisprudencia 27/97. Aprobada por la Primera Sala de este alto 
tribunal, en sesión de veinticinco de junio de mil novecientos noventa y siete, 
por unanimidad de cinco votos de los Ministros presidente Juventino V. Cas- 
tro y Castro, Humberto Román Palacios, José de Jesús Gudiño Pelayo, Juan 
N. Silva Meza y Olga Sánchez Cordero de Garcia Villegas. 

SUSTITUCIdN DE LA PENA PRIVATIVA DE LIBERTAD. SU 
CONCESIdN CONSTITUYE U N A  FACULTAD DISCRECIONAL 
DEL JUZGADOR. 

De conformidad con el artículo 70 del Código Penal Federal, la pena 
d e  prisión podrá ser sustituida a juicio del juzgador, apreciando para 
d l o  diversas circunstancias que atienden tanto a la ejecución de la 
conducta ilícita como a las características propias del sujeto activo. Di- 
cha concesión constituye una facultad discrecional, porque la actuali- 
zación de la consecuencia legal prevista en la norma no requiere la 
satisfacción de requisitos legales fijos y específicos, sino que está en 
función de un juicio de valoración realizado por el juzgador en el que, 
apreciando las peculiaridades y condiciones del caso en concreto, de- 
terminará la procedencia de la medida citada dentro del marco de refe- 
rencia previsto por la ley, el cual únicamente alude a la cuantía de la 
pena de prisión impuesta y al carácter primodelincuente del senten- 
ciado tratándose de delitos dolosos perseguibles de oficio. En este sen- 
tido, su ejercicio, como acto de autoridad, únicamente deberá cumplir 

www.juridicas.unam.mx
Esta revista forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 

http://biblio.juridicas.unam.mx

DR © 1998. Universidad Nacional Autónoma de México, 
Facultad de Derecho

http://www.juridicas.unam.mx
http://biblio.juridicas.unam.mx


JURISPRUDENCIA 287 

con las garantías de fundamentación y motivación, consagradas consti- 
tucionalmente, pero su otorgamiento no  constituye un derecho exigible 
por el sentenciado, ya que ello dependerá del juicio realizado por e1 
juzgador, en el que concluya que en el caso concreto la pena sustitu-. 
tiva puede cumplir con la finalidad buscada por la pena privativa de 
libertad, en términos del artículo 18 de nuestra Carta hlagna, sin que 
sea óbice para lo anterior el supuesto previsto en el artículo 74 de1 
Código Penal Federal, en virtud de que tal numeral se refiere al caso. 
en el que, actualizándose el marco de referencia aludido, el juzgador- 
omitió realizar el juicio valorativo mencionado, lo que conllevará, me- 
diante la interposición del incidente relativo, que dicho juzgador con- 
sidere si procede o no  el otorgamiento de la sustitución, pero no  tendrrí 
como consecuencia necesaria 12 concesión del beneficio solicitado. 

la./J. 30/97 
Contradicción de tesis 63/96. Entre las sustentadas por el Tercer Tribunal' 

Colegiado del Segundo Circuito (hoy Segundo Tribunal Colegiado en Mate- 
ria Penal del Segundo Circuito) y ail Cuarto Tribunal Colegiado en Materia 
Penal del Primer Circuito, por una parte, y el Tribunal Colegiado del Vigési-- 
mo Tercer Circuito, por la otra. 11 de junio de 1997. Unanimidad de cuatro 
votos. Ausente: José de Jesús GudiÍio Pelayo, previo aviso a la Presidencia.. 
Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Secretaria: Norma Lucía 
Piña Hemández. 

Tesis de jurisprudencia 30/97. Aprobada por la Primera Sala de  este alto, 
tribunal, en sesión de veinticinco de junio de mil novecientos noventa y siete, 
por unanimidad de cinco votos de los Ministros presidente Juventino V. Cas- 
tro y Castro, Humberto Román Pallacios, José d e  Jesús Gudiño Pelayo, Juan 
N. Silva Meza y Olga Sánchez Cordero de García Villegas. 

INEJECUCION DE SENTENCIA. QUEDA SIN M A T E R I A  CUAN-.  
DO EL T R I B U N A L  SUPERIOR AGRARIO ACREDITA DIREC- 
T A M E N T E  A N T E  LA SUPREMA C O R T E  HABER DICTADO 
RESOLUCION EN CUMPLIMIENTO A U N A  EJECUTORIA DE' 
AMPARO. 

Al tomar en consideración que con motivo del decreto publicado en, 
el Diario Oficial de la Federación de seis de  enero de  mil novecientos. 
noventa y dos, se reformaron entre otras, las fracciones VI1 y XV; s e  
derogaron las fracciones XII a XIV y se adicionaron dos párrafos a la 
fracció'n XIX, todas del articulo 27 de la Constitución Política de los; 
Estados Unidos Mexicanos, en relación con los artículos transitorios. 
de las Leyes Agraria y Orgánica de los Tribunales Agrarios, publica- 
das en el Diario Oficial de la Federación el veintiséis de febrero deP 

www.juridicas.unam.mx
Esta revista forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 

http://biblio.juridicas.unam.mx

DR © 1998. Universidad Nacional Autónoma de México, 
Facultad de Derecho

http://biblio.juridicas.unam.mx
http://www.juridicas.unam.mx


288 JURISPRUDENCIA 

mismo año, y q u e  en virtud d e  dichas reformas compete actualmente 
al  T r ibuna l  Superior Agrario, como autoridad sustituta del  titular del  
Poder Ejecutivo Federal, resolver en definitiva los expedientes agra- 
rios, debe concluirse q u e  si dicho órgano acredita directamente an te  la 
Suprema Corte haber dictado resolución en el expediente relativo, debe 
declararse sin materia el  incidente d e  inejecución respectivo, por veri- 
ficarse con tal acto el  cumplimiento cabal de l a  ejecutoria de amparo. 

2a./J. 29/97 
Incidente de inejecuci6n 124/91. Comité Particular Ejecutivo Agrario del 

Poblado "Las Delicias", Municipio de Tuxtepec, Oaxaca. 7 de julio de 1995. 
Cinco votos. Ponente: Juan Díaz Romero. Secretaria: Maura Angélica Sana- 
bria Martínez. 

Incidente de inejecuci6n 1/78. Comité Particular Ejecutivo Agrario del Nú- 
cleo de Población "San Vicente", Municipio de Coahuahuayana, Estado de 
Michoacán. 31 de enero de 1996. Cinco votos. Ponente: Sergio Salvador 
Aguirre Anguiano. Secretaria: Adnana Escona Carranza. 

Incidente de inejecución 93/90. Damasio Barraza Arredondo y otros. 10 de 
mayo de 1996. Cinco votos. Ponente: Genaro David Góngora Pimentel. Secre- 
tario Víctor Francisco Mota Cienfuegos. 

Incidente de inejecución 178/92. Ejido Plan de la Flor del Municipio de 
Juchique de Ferrer, d d  Estado de Veracruz. 31 de enero de 1997. Cinco vo- 
tos. Ponente: Juan Díaz Romero. Secretaria: Maura Angélica Sanabria Mar- 
tínez. 

Incidente de inejecución 142/93. Josefina Castro Farías. 28 de febrero de 
1997. Cinco votos. Ponente: Sergio Salvador Aguirre Anguiano. Secretaria: 
Adriana Escona Carranza. 

Tesis de jurisprudencia 29/97. Aprobada por la Segunda Sala de este alto 
tribunal, en sesión privada de veintisiete de junio de mil novecientos noventa 
y siete, por unanimidad de cinco votos de los Ministros Juan Díaz Romero, 
Mariano Azuela Güitrón, Sergio Salvador Aguirre Anguiano, Guillermo 1. Or- 
tiz Mayagoitia y  residente Genaro David Góngora Pimentel. 

TRIBUNALES COLEGIADOS D E  C I R C U I T O  

AGRAVIOS INOPERANTES DEL MINISTERIO PUBLICO. 

Cuando del  examen comparativo de las consideraciones de la senten- 
c i a  d e  primera instancia y de los agravios formulados por l a  represen- 
tación social, se concluye q u e  éstos no combaten las mismas, pues n o  
ponen d e  manifesto la ilegalidad d e  las consideraciones esenciales del 
fallo absolutorio recurrido, tales agravios deben declararse inoperan- 
tes, pues los mismos deben consistir e n  razonamientos lógicos y jurídi- 
cos encaminados a combatir de manera directa e inmediata los funda- 
mentos  del fallo d e  primera instancia. 
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SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO 
VI.20. J/105 

Amparo directo 408/96. Cándido Isidoro Hemández. 25 de septiembre d e  
1996. Unanimidad de votos. Ponente: Antonio Meza Alarcón. Secretario: José 
Carlos Rodríguez Navarro. 

Amparo directo 509/96. Juan Benavides Bonilla. 16 de octubre de 1996. 
Unanimidad de votos. Ponente: Antonio Meza Alarcón. Secretario: Héctor 
Enrique Hemández Torres. 

Amparo directo 514/96. Efraín Rebolledo Steffanoni. 30 de octubre de 
1996. Unanimidad de votos. Ponente: Cllementina Ramírez Moguel Goyzueta.. 
Secretaria: Hilda Tame Flores. 

Amparo directo 204/97. Federico José López Ceballos. 21 de mayo de 1997- 
Unanimidad de votos. Ponente: Antonio Meza Alarcón. Secretario: Nelson 
Loranca Ventura. 

Amparo directo 316/97. Juan Romero Morales. 11 de junio de 1997. Una- 
nimidad de votos. Ponente: Antonio Meza Alarcón. Secretario: Héctor Enri-. 
que Hernández Torres. 

COMPETENCIA. PARA RESOLVER U N  CONFLICTO DE ESTA 
NATURALEZA, DEBE ATENDERSE A LAS DISPOSICIONES ES- 
PECIALES Y N O  A LA REGLA GENERAL. 

Resulta inaplicable el artículo 52, párrafo cuarto, de la Ley de Am- 
paro, para determinar la competencia de los Tribunales Colegiados 
para conocer y resolver conflictos competenciales suscitados entre Jue- 
ces de Distrito de distinta jurisdicción, ya que atento el principio de  
que la regla especial impera sobre la general, debe prevalecer lo o d e -  
nado por la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, en su 
numeral 37, fracción VI. 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DEL VIGÉSIMO PRIMER CIRCUITO 
Xx1.10. J/6 

Competencia 5/97. Suscitada entre el Juez Quinto de Distrito en el Estado 
de Guerrero y el Juez Octavo de Distrito en Materia Administrativa del Dis- 
trito Federal. 3 de abril de 1997. Unanimidad de votos. Ponente: José Sánchez 
Moyaho. Secretario: José Hemández Villegas. 

Competencia 4/97. Suscitada entre el Juez Quinto de Distrito en el Estado 
de Guerrero y el Juez Tercero de Distrito en Materia Administrativa del Dis- 
trito Federal. 20 de mano de 1997. Unanimidad de votos. Ponente: Joaquín 
Dzib Núñez. Secretario: Dionicio O. Ramírez Avilés. 

Competencia 3/97. Suscitada entre el Juez Primero y el Juez Segundo d e  
Distrito en el Estado de Guerrero. 20 de febrero de 1997. Unanimidad de vo- 
tos. Ponente: José Fernando Suárez Correa. Secretario: Fernando Rodríguez 
Escárcega. 

Competencia 2/97. Suscitada entre el Juez Quinto de Distrito en 01 Estado 
de Guerrero y el Juez Noveno de Distrito en Materia Administrativa del Dis- 
trito Federal. 13 de febrero de 1997. Unanimidad de votos. Ponente: Joaquín 
Dzib Núñez. Secretario: Emesto Jaime Ruiz Pérez. 
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Competencia 1/97. Suscitada entre el Juez Quinto de Distrito en el Estado 
de Guerrero y el Juez Décimo de Distrito en Materia Administrativa del Dis- 
trito Federal. 13 de febrero de 1997. Unanimidad de votos. Ponente: José 
Refugio Raya Arredondo. Secretario: Luis Almazán Barrera. 

JUECES DE DISTRITO, NO PUEDEN INCURRIR EN LA VIO- 
LACION DE LOS ARTfCULOS 14 Y 16 CONSTITUCIONALES. 

Las funciones de los Jueces de Distrito, como juzgadores del ampa- 
ro, impiden admitir que incurren en la violación de los artículos 14 y 
16 constitucionales con motivo de esa actividad, en virtud de que como 
6rganos controladores de la Constitución Política de los Estados Uni- 
dos Mexicanos, tienen por función tutelar tales garantías individuales, 
específicamente al resolver sobre la constitucionalidad o inconstitucio- 
lidad de los actos reclamados. Por tanto, en su caso, sólo puede infrigir 
el Juez de Distrito, al fallar en un juicio de garantías, la Ley de Am- 
paro. 

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER 
CIRCUITO 
I.3o.C. J/10 

Amparo en revisión 703/94. Alberto Medina Ramírez. 12 de mayo de 1994. 
Unanimidad de votos. Ponente: José Becerra Santiago. Secretario: Gustavo 
Sosa Ortiz. 

Amparo en revisión 1913/96. Raúl Díaz Lezama. 20 de septiembre de 1996. 
Unanimidad de votos. Ponente: José Luis García Vasco. Secretario: Vicente 
C. Banderas Trigos. 

Ampsro en revisión 2743/96. María Celia Ruiz de  Chávez Rabiela. 12 de 
diciembre de 1996. Unanimidad de votos. Ponente: José Luis García Vasco. 
Secretario : Evaristo González Barrera. 

Amparo en revisión 2853/96. Jesús Castañeda Silva. 16 de enero de 1997. 
Liianimidad de votos. Ponente: María Soledad Hemández de Mosqueda. Se- 
cretaria : María Elisa Tejada Hernández. 

Amparo en revisión 1223/97. José Marco Antonio Rodríguez Pozos. 15 de 
mayo de 1997. Unanimidad de votos. Ponente: José Luis García Vasco. Secre- 
tario: Miguel Angel Castañeda Niebla. 

OFRECIMIENTO DEL TRABAJO.  CUANDO EL TIEMPO PARA 
DESCAhTSAR NO SE ENCUENTRA COMPRENDIDO DENTRO 
DE L A  JORNADA C O N T I N U A  RELATIVA, EXISTE A U L A  FE 
EN EL. 

El artículo 63 de la Ley Federal del Trabajo establece que los tra- 
bajadores tienen derecho a disfrutar por lo menos de media hora de 
descanso durante la jornada continua correspondiente; por lanto, si el 
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tiempo para el descanso no se otorga durante la jornada sino fuera 
del término que comprenda, el ofrecimiento del trabajo que se haga 
en esas condiciones debe estimarse de mala fe, por contrariar lo dis- 
puesto por el precepto legal señalado. 

NOVENO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO 
DEL PRIMER CIRCUITO 
I.9o.T. 5/29 

Amparo directo 11939/94. Eusebio López Pérez. 11 de enero de 1995. Uia-  
nimidad de votos. Ponente: F. Javier Mijangos Navarro. Secretario: José Mo- 
rales Contreras. 

Amparo directo 10409/95. Carlos Arias Campos. 25 de octubre de 1995. 
Unanimidad de votos. Ponente: Jorge R. Olivera Toro y Alonso. Secretario: 
Ricardo Castillo Muñoz. 

Amparo directo 3809/96. Alfonso Casimiro Flores. 18 de abril de 1996. 
Unanimidad de votos. Ponente: F. Javier Mijangos Navarro. Secretario: Car- 
los Alberto Bravo Melgoza. 

Amparo directo 4759/97. María Cristina Flores. 5 de junio de 1997. Una- 
nimidad de votos. Ponente: Nilda R. Muñoz Vázquez. Secretario: José Juan 
Ramos Andrade. 

Amparo directo 7379/97. Paulino Moreno Mendoza. 19 de junio de 1997. 
Unanimidad de  votos. Ponente: F. Javier Mijangos Navarro. Secretario: Gus- 
tavo Naranjo Espinosa. 

ORDEN DE APREHENSION, APRECIACZON Y ESTUDIO DE LA,  
POR LOS JUECES DE DISTRITO. 

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 78 de la Ley de  
Amparo, el Juez de Distrito debe apreciar el acto reclamado tal y como 
aparezca probado ante la autoridad responsable, de tal manera que si 
dicho acto lo constituye una orden de aprehensión, la constituciona- 
lidad o inconstitucionalidad de la misma debe examinarse en función 
de los conceptos de violación expresados en la demanda de garantías, 
en relación directa con los argumentos invocados en dicha orden y las 
pruebas allegadas al Juez constitucional. En estas condiciones, no es 
correcta la actuación del Juez de Distrito que niega la protección fede- 
ral, cuando en vez de efectuar el analisis de la orden de captura e n  
los términos antes citados, procede a realizar la confrontación de los 
hechos con las constancias de autos y a invocar disposiciones legales y 
argumentos que no sirvieron de sustento a la orden reclamada, ya que 
de ser así el juzgador constitucional se sustituye a la autoridad, anali- 
zando la legalidad de una resolución a la luz de cuestiones que n o  
fueron planteadas ni examinadas en dicha resolución, lo cual no es 
acorde a la técnica del juicio de garantías, que indica que el Juez 
de amparo debe constreñirse a la litis planteada. 
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SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL DECIMO SEGUNDO CIRCUITO 
XII.20. J/7 

Amparo en revisión 314/93. dscar Moisés Sauceda Parra y J m  Jesús Pi- 
chardo Buendía. 27 de enero de 1994. Unanimidad de votos. Ponente: Hugo 
Arturo Baizábal Maldonado. Secretario: Eusebio Gerardo Sanmiguel Sdinas. 

Amparo en revisión 275/93. Porfirio Sema Rosas y Rigoberto Sema Rosas. 
24 de febrero de 1994. Unanimidad de votos. Ponente: Hugo Arturo Baizábal 
Maldonado. Secretario: José Humberto Robles Erenas. 

Amparo en revisión 353/93. Guillermo Chávez Ríos. 17 de mano de 1994. 
Unanimidad de votos. Ponente: Hugo Arturo Barizábal Maldonado. Secreta- 
rio: José Hurnberto Robles Erenas. 

Amparo en revisión 305/94. Manuel Avendaño Quiñones. 16 de mayo de 
1995. Unanimidad de votos. Ponente: Virgilio Adolfo Solorio Campos. Secre- 
tario: JosC de Jesús Bañales Sánchez. 

Amparo en revisión 425/96. Isidro Avilés Meza. 3 de junio de 1997. Una- 
nimidad de votos. Ponente: Jorge Enrique Eden Wynter García. Secretario: 
José de Jesús Bañales Sánchez. 

ROBO,  LAS PENAS APLICABLES PREVISTAS EN EL PARRAFO 
TERCERO DEL A R T f C U L O  371 DEL C d D I G O  PENAL DEL TIPO 
BASICO DEL DELITO DE. 

Tomando en consideración que el párrafo tercero del artículo 371 
del Código Penal fue adicionado con el objeto de sancionar el deli- 
to de robo, sin importan su monto, cuando se comete por dos o más 
:sujetos mediante violencia, acechanza o cualquiera otra circunstancia 
que disminuya las posibilidades de defensa de la víctima o la ponga 
.en condiciones de desventaja, es evidente que debe imponerse la nueva 
sanción que atiende a las circunstancias de ejecución del delito, y no 
aplicarse también las penas del tipo básico del delito de robo, previs- 
tas en el numeral 370 del código sustantivo de la materia, ya que éstas 
sólo atienden al monto de lo robado, mas no al número de sujetos, su 
peligrosidad, la violencia empleada o el riesgo para la víctima. 

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL PRIMER 
CIRCUITO 
I.3o.P. J/6 

Amparo directo 1387/96. Sergio Campos Castro y otro. 31 de octubre de 
1996. Unanimidad de votos. Ponente: Manuel Morales Cruz. Secretario: ds- 
car Martínez Mendoza. 

Amparo directo 403/97. José Tdentino Tolentino o José Tolentino Ramos, 
Galdino Tolentino Tolentino y Daniel Tolentino Hemández. 30 de abril de 
1997. Unanimidad de votos. Ponente: Guillermo Velasco Félix. Secretario: 
Héctor Miranda López. 

Amparo directo 623/97. Luis Montiel Sánchez. 30 de abril de 1997. Una- 
nimidad de votos. Ponente: Manuel Morales Cruz. Secretario: V. d x a r  Mar- 
tínez Mendoza. 
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Amparo directo 699/97. Claudio Benitez Martinez. 30 de abril de 1997. 
Unanimidad de votos. Ponente: Guillermo Velasco Félix. Secretario: Héctor 
Miranda U p a .  

Amparo directo 791/97. Marceiino Sosa Castro. 16 de mayo de 1997. Una- 
nimidad de votos. Ponente: Carlos de Gortari Jiménez. Secretaria: Leticia 
Rarnirez Miranda. 

T R I B U N A L  AGRARIO.  CARECE DE LEGZTZMACZdN PARA ZN- 
TERPONER REVISZÓN. 

Si el Tribunal Agrario responsable interpone revisibn contra la in- 
terlocutoria o la sentencia definitiva dictadas en el cuaderno incidental 
o en el juicio de amparo promovido en contra de sus resoluciones, tal 
recurso debe desecharse por ausencia de interés jurídico necesario, toda 
vez que la sentencia del Juez de Distrito no le afecta directamente, sino 
al quejoso o al tercero perjudicado, que son los sujetos de la relación 
jurídica. 

TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS ADMINISTRATIVA 
Y DE TRABAJO DEL SÉPTIMO CIRCUITO 
VI1.A.T. J/15 

Amparo en revisión 174/94. Gaudencio Córdoba Córdoba. 24 de agosto de 
1994. Unanimidad de votos. Ponente: Antonio Uribe Garcia. Secretaria: Jose- 
fina Mora Dorantes. 

Amparo en revisión 185/94. Petra Quintero viuda de Pérez. 28 de septiem- 
bre de 1994. Unanimidad de votos. Ponente: Tomás Enrique Ochoa Moguel. 
Secretaria: Yolanda Guzmán Andrade. 

Amparo en revisión 182/94. Tribunal Unitario Agrario del Trigésimo Pri- 
mer Distrito en el Estado. 19 de octubre de 1994. Unanimidad de votos. PO- 
nente: Eliel E. Fitta Garcia. Secretario: Antonio Zúñiga Luna. 

Amparo en revisión 185/95. Tribunal Unitario Agrario del Trigésimo Se- 
gundo Distrito en el Estado. lo. de noviembre de 1995. Unanimidad de votos. 
Ponente: Tomás Enrique Ochoa Moguel. Secretaria: Aída García Franco. 

Amparo en revisión 488/96. Tribunal Superior Agrario. 28 de mayo de 1997. 
Unanimidad de votos. Ponente: Tomás Enrique Ochoa Moguel. Secretaria: 
Aida García Franco. 

SEGUNDA SALA 

ASAMBLEA DE ELECCZdN DE REPRESENTANTES EJZDALES O 
COMUNALES. SU NULIDAD PUEDE PROMOVERLA U N  EJZDA- 
TARZO O C O M U N E R O .  

De acuerdo con lo establecido en la Ley Agraria vigente a partir del 
veintisiete de febrero de mil novecientos noventa y dos, no existe dis- 
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posición expresa que establezcs un porcentaje mínimo de coiicurrciicia 
de ejidatarios para promover la nulidad de las asambleas de  elección d e  
representantes del núcleo, a diferencia de lo previsto en el artículo 407 
de  la Ley de Reforma Agraria derogada. Por tanto, donde la ley n o  
distingue, el juzgador no debe distinguir, sin que sea el caso de esti- 
mar aplicable, por analogía o iniiyoría dc razón, el artículo 40 de la 
Ley Agraria, porque dicho precepto establece la remoción de autori- 
dades, comisariado y consejo de vigilancia, la cual deberá efectuarse 
por la asamblea convocada en términos del artículo 39 de la Ley 
,Agraria y solamente que no sea así, por la Procuraduría Agraria a par- 
tir d e  la solicitud de por lo menos el veinticinco por ciento de los 
ejidatarios del núcleo; este porcentaje de ejidatarios no debe exigirse 
extensivamente tratándose de la solicitud d e  nulidad, porque son actos 
de  naturaleza distinta, dado que las causas de la nulidad de la asam- 
blea electiva son concomitantes a los actos de la elección y sólo puede 
ser decidida, previo juicio, por el Tribunal Agrario correspondiente, 
mientras que la remoción reconoce causas posteriores a la elección y es 
decidida por la asamblea de  ejidatarios o comuneros, debiendo sefia- 
larse que el ejercicio de la acción de  nulidad, por si misma, no  debilita 
el ejercicio representativo del órgano, ya que mientras no  sea declara- 
da invlílida la asamblea impugnada, la elección de representantes se- 
guirá surtiendo efectos y, en caso de que dicho acto electivo sea decla- 
rado ilegal, procederá dejarse sin efectos y la elección deberá llevarse 
a cabo en los términos de la ley, por lo cual no  se propicia la inesta- 
bilidad de la representación del núcleo, sino su saneamiento. En tal' 
virtud, cualquier ejidatario o comunero con derechos agrarios recono- 
cidos, y actuando en interés de  la legalidad del acto democrático d e  
la elección, tiene legitimación para demandar su nulidad. 

2a./J. 33/97 
Contradicción de tesis 70/96. Entre las sustentadas por el Primer y Segundo* 

Tribunales Colegiados en Materia Administrativa del Tercer Circuito. 13 de 
junio de 1997. Mayoría de tres votos. Disidentes: Guillermo 1. Ortiz Maya- 
goitia y Genaro David Góngora Pimentel. Ponente: Juan Díaz Romero. Se- 
cretario: Edgar Humberto Muñoz Grajales. 

Tesis de jurisprudencia 33/97. Aprobada por la Segunda Sala de este alto 
tribunal, en sesión pública de trece de junio de mil novecientos noventa y 
siete, por mayoría de tres votos de los Ministros Juan Diaz Romero, Mariana 
Azuela Güitrón, Sergio Salvador Aguirre Anguiano. Disidentes: GuiUermo L 
Ortiz Mayagoitia y presidente Genaro David Góngora Pimentel. 
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VISITAS L)OMICILIARIAS. N O  ES DISCRECIONAL L A  A T R I B U -  
C I 6 N  DE CONCLUIRLAS A N T I C I P A D A M E N T E ,  PREVISTA EN 
EI, A R T f C U L O  47, FRACCIÓAT 1 ,  D E L  CÓDIGO FISCAL DE L A  
r n Z ~ E R A C I ó N .  

El artículo 47, fracción 1, del Código Fiscal de la Federación esta- 
blece: "Las visitas en los domicilios fiscales ordenadas por las autori- 
dades fiscales podrán concluirse anticipadamente en las siguientes 
casos: 1. Cuando el visitado antes del inicio de la visita hubiese pre- 
sentado aviso ante la Secretaría de Hacienda y Crédito Público mani- 
festando su deseo de presentar sus estados financiero's dictaminados por 
contador público autorizado, siempre que dicho aviso se haya presen- 
tado en el plazo y cumpliendo los requisitos, que al efecto señale el 
reglamento de este código". La interpretación sistemática del artículo 
transcrito, en relación con los artículos 46 y 47 del reglamento del pro- 
pio código, permite concluir que contiene una facultad reglada, puesto 
que seííala la coiiducta específica que debe seguir la autoridad ante la 
actualización de la hipótesis lega!. Lo anterior es así, dado que tal pre- 
,cel~to señala que la autoridad fiscal "podrá" dar por concluida antici- 
padamente la visita domiciliaria cuando antes del inicio de la visita 
.se dí. aviso a la Secretaría de Hacienda y Crédito Público en el sentido 
dc que el visitado presentará sus estados financieros dictaminados por 
contador piíblico autorizado; ernpero, no basta la sola presentación del 
-aviso de referencia, para que se produzca la terminación anticipada de 
la visita, sino que la autoridad deberá analizar, por imperativo legal, 
:si en el caso específico se cumplen los requisitos que marcan los citados 
artículos regl;iineiltarios, ante cuya satisfacción estará obligada a con- 
cluir anticipadamente la visita domiciliaria. 

2a./J. 31/97 
Contradicción de tesis 26/96. Entre las sustentadas por el Segundo Tribu- 

nal Coilegiado del Sexto Circuito y el Cuarto Tribunal Colegiado en Materia 
Administrativa del Primer Circuito. 21 de mayo de 1997. Unanimidad de 
cuatro votos. Ausente: Mariano Azuela Güitrón. Ponente: Guillermo 1. Ortiz 
hlayagoitia. Secretaria: Angelina Hemández Hemández 

Tesis de jurispmdencia 31/97. Aprobada por la Segunda Sala de este alto 
tribunal, en sesión pública de veintiuno de mayo de mil novecientos noventa y 
siete, por unanimidad d e  cuatro votos de los Ministros Juan Díaz Romero, 
Sergio Salvador Aguirre Anguiano, Guillermo 1. Ortiz Mayagoitia y presiden- 
te Geuaro David Góngora Pimentel. Ausente: Mariano Azuela Güitrón. 
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TRIBUNALES COLEGIADOS 

ACCION RESTITUTORIA EN MATERIA AGRARIA.  SUS ELE- 
MENTOS.  

Gramaticalmente restituir es "devolver lo q u e  se posee injustamen- 
te", y reivindicar es "reclamar una  cosa q u e  pertenece a uno  pero que  
está en  manos d e  otro". D e  lo anterior resulta q u e  los elementos d e  la 
acción restitutoria e n  materia agraria son los mismos q u e  se requieren - 
e n  materia civil para la acción reivindicatoria, ya q u e  ambas acciones 
competen a l  titular o propietario q u e  n o  está e n  posesión d e  su par- 
cela o tierra, y el efecto d e  ambas acciones es declarar q u e  el actor tie- 
ne  dominio sobre la cosa q u e  reclama y q u e  el  demandado se la entre- 
gue. Así, quien  ejercite la acción restitutoria debe acreditar: a) Si es 

un núcleo de población, la propiedad d e  las tierras q u e  reclama, y si 
es u n  ejidatario, la titularidad d e  la parcela q u e  reclama; b) L a  pose- 
sión por el demandado d e  l a  cosa perseguida, y c) L a  identidad d e  la 
misma, o sea q u e  n o  pueda dudarse cuál es la cosa q u e  el actor pre- 
tende se le restituya y a la q u e  se refieren los documentos fundatorios . . 

de la acción, precisando ubicación, superficie y linderos, hechos q u e  
demostrará por cualquiera de los medios d e  prueba reconocidos p o r  
la ley. 

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO 
V1.30. J/11 

Amparo directo 276/95. Vicente Salazar Díaz. 29 de junio de 1995. Unani- 
midad de votos. Ponente: Jaime Manuel Marroquín Zaleta. Secretario: Othón 
Manuel Ríos Flores. 

Amparo directo 347/95. Adalid Carrera Gómez. 24 de agosto de 1995. Una- 
nimidad de votos. Ponente: Olivia Heiras de Mancisidor. Secretaria: María 
de la Paz Flores Berruecos. 

Amparo directo 605/95. Mario Monterrosas Zamora. 8 de febrero de 1996. 
Unanimidad de votos. Ponente: Norma Fiallega Sánchez. Secretario: Federi- 
co Jorge Martínez Franco. 

Amparo directo 361/96. José de la Luz Rodríguez Pérez. 29 de agosto de 
1996. Unanimidad de votos. Ponente: Olivia Heiras de hlancisidor. Secreta- 
ría: María de la Paz Flores Bermecos. 

Amparo directo 272/97. Esteban Femández Vázquez y otros. 22 de mayo, 
de 1997. Unanimidad de votos. Ponente: Filiberto Méndez Gutiérrez. Secre- 
taria: María de la Paz Flores Berruecos. 

DEMANDA DE AMPARO. PARA SU ESTUDIO DEBE CONSIDE- 
RARSE COMO U N  T O D O .  

La demanda d e  amparo  debe ser considerada como un todo, por 
tanto, la designación de los actos reclamados y l a  expresión d e  los con- 
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ceptos de violación deben buscarse en cualquier parte de la misma, 
aunque no sea en el capítulo que les debe correspoader, ya que aun 
cuando es costumbre señalar cada elemento en un  lugar propio o des- 
tacado, no existe precepto legal alguno que establezca que ello es un  
requisito formal y solemne que sea indispensable para el estudio de 
todas las cuestiones planteadas en la demanda. 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DEL VIGESIMO CIRCUITO 
Xx.10. 5/44 

Amparo directo 392/95. Carlos Moreno González. 29 de junio de 1995. 
Unanimidad de votos. Ponente: Francisco A. Velasco Santiago. Secretario: 
Stalin Rodríguez López. 

Amparo directo 545/95. Marcial Gómez Jiménez. 26 de octubre de 1995. 
Unanimidad de votos. Ponente: Francisco A. Velasco Santiago. Secretario: 
Stalin Rodríguez López. 

Amparo directo 898/95. Elsa Damián de Fong y otros. 8 de febrero de 
1996. Unanimidad de votos. Ponente: Francisco A. Velasco Santiago. Secrcta- 
rio: Stalin Rodríguez López. 

Amparo en revisión 539/95. José Antonio Sandoval Coutiño. 22 de febrero 
de 1996. Unanimidad de votos. Ponente: Francisco A. Velasco Santiago. Se- 
cretario: Stalin Rodríguez López. 

Amparo directo 573/96. Edic Ruiz Vázquez. 24 de enero de 1997. Unani- 
midad de votos. Ponente: Francisco A. Velasco Santiago. Secretario: Walber- 
to Gordillo Solis. 

FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN. EL CUMPLIMIENTO DE 
TALES REQUISITOS N O  SE LIMITA A LAS RESOLUCIONES 
DEFINITIVAS O Q U E  PONGAN FIN A L  PROCEDIMIENTO. 

Al establecer el artículo 16 de nuestra Carta Magna que nadie pue- 
de  ser molestado en su persona, familia, domicilio, papeles o posesio- 
nes, sino en virtud de  un mandamiento escrito de la autoridad com- 
petente que funde y motive la causa legal del procedimiento, no alude 
únicamente a las resoluciones definitivas o que pongan fin a un pro- 
cedimiento, sino que se refiae, en sentido amplio, a cualquier acto de  
autoridad en ejercicio de  sus funciones, como sería, por ejemplo, la 
simple contestación recaída a cualquier solicitud del gobernado, a 
la cual no  exime de cumplir con los requisitos de fundamentacidn 
y motivación contenida en tal precepto constitucional. 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL DECIMO CUARTO CIRCUITO 
XIV.20. 5/12 

Amparo en revisión 155/97. Director de Comunicaciones y Transportes del 
Estado de Quintana Roo (Quejoso: Roque C. Rodríguez Reyes). 30 de abril 
de 1997. Unanimidad de votos. Ponente: Fernando Amorós Izaguirre. Secre- 
tario: Luis Manuel Vera Sosa. 
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Amparo en revisión 158/97. Director de Comunicaciones y Transportes del 
Estado de Quintana Roo (Quejoso: Henry de J. Ortegón Api lar ) .  30 de abril 
de 1997. Unanimidad de votos. Ponente: Fernando Amorós Izaguerra. Secre- 
tario: Gonzalo Eolo Durán Molina. 

Amparo en revisión 161/97. Director de Comunicaciones y Transportes del 
Estado de Quintana Roo (Quejoso: Cecilio Chumba y Pérez). 30 de abril 
de 1997. Unanimidad de votos. Ponente: Fernando Amorós Izaguirre. Secre- 
tario: Luis Armando Cortés Escalante. 

Amparo en revisión 164/97. Director de Comunicaciones y Transportes del 
Estado de Quintana Roo (Quejoso: Rubén A. Arcila Castellanos). 30 de abril 
de 1997. Unanimidad de votos. Ponente: Fernando Amorós Izaguirre. Secre- 
tario: Gonzalo Eolo Durán Molina. 

Amparo en revisión 168/97. Director de Comunicaciones y Transportes del 
Estado de Quintana Roo (Quejoso: Julio C. Caballero Montero). 30 de abril 
de 1997. Unanimidad de votos. Ponente: Fernando Amorós Izaguirre. Secre- 
tario: Luis Manuel Vera Sosa. 

LESIONES QUE INDIRECTAMENTE OCASIONAN LA MUER- 
TE.  CAUSALIDAD. 

En materia de lesiones que indirectamente causan la muerte se apli- 
ca el principio jurídico que rige la causalidad, que se enuncia diciendo 
que lo que es causa de la causa, es causa del daño causado. 

TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL SEPTIMO CIRCUITO 
VI1.P. 5/29 

Amparo en revisión 25/95. Guillermo Kodríguez Martínez. 14 de febrero 
de 1995. Unanimidad de votos. Ponente: Luis Alfonso Pérez y Pérez. Secreta- 
ria: Leticia López Vives. 

Amparo directo 481/95. Romeo Alvarez Navarro. 16 de febrero de 1996. 
Unanimidad de votos. Ponente: Tomás Sánchez Angeles, secretario de tribunal 
autorizado por el Pleno del Consejo de  la Judicatura Federal para desempe- 
iiar las funciones de Magistrado. Secretaria: Leticia López Vives. 

, . ; &paro en revisión 568/95. ,Juez Mixto de Primera Instancia de Pánuco, 
Veracruz. 30 de mayo de 1996. Unanimidad de votos. Ponente: Vicente Sala- 
zar Vera. Secretaria: María de Lourdes Juárez Sierra. 

' Amparo' en revisión 360/96. Juez Primero de Primera Instancia de Jalapa, 
Veracruz. 11 de octubre de 1996. Unanimidad de votos. Ponente: Tomás Sán- 

. chez Ángeles, secretario de tribunal autorizado por e11 Pleno del Consejo de la 
Judicatura Federal para desempeñar las funciones de Magistrado. Secretaria: 
Mercedes Cabrera Pinzón. 

Amparo en revisión 779/96. Rubén 'Vivencia Elías. 6 de mzyo de 1997. 
Unanimidad de votos. Ponente : Gilberto González Bozziere. Secretario : Nico- 

, lás Leal Salazar. ,. , 

TESTIGOS DE OfDAS. 

Aunque se trate de testigos de oídas, no  por ello dejan de constituir 
clernentos de prueba, por más que su fuerza no sea plena. 
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SEGUNDO TRIBITNAL COLEGIADO DEL SEXTO CIRCL~ITO 
V1.20. J/lGS 

Amparo directo 184195. Femando Moro Tamariz. 21 de junio de 1995. 
Unanimidad de votos. Ponente: Gustavo Czlvillo Rangel. Secretario: Hum- 
berto Schettino Reyna. 

Amparo directo 453195. Antonio León Cano. 4 de octubre de 1995. Unani- 
midad de votos. Ponente: Gusta.vo Calvillo Rangel. Secretario: Humberto 
Schettino Reyna. 

Amparo directo 97/96. Rubén Lozada Lumbreras. 8 de marzo de 1996. Una 
nimidad de votos. Ponente: Gustavo Cailvillo Rangel. Secretario: Humberto 
Schettino Reyna. 

Amparo directo 132/97. Mariano Tlilayatzi Molina. 12 de marzo de 1997. 
Unanimidad de votos. Ponente: Gustavo Calvillo Rangel. Secretario: Humber- 
to Schettino Reyna. 

Amparo directo 414197. José Luis Hemández Zamora. 2 de julio de 1997. 
Unanimidad de votos. Ponente: Gustavo Calvillo Rangel. Secretario: Hum- 
berto Schettino Reyna. 

SEPTIEMBRE 

PLENO 

EMBARGO JUDICIAL. ES UNA MEDIDA CAUTELAR QUE N O  
IMPLICA UNA PRIVACIdN DEFINITIVA DE DERECHOS POR 
LO QUE, PARA LA EMISIdN DEL AUTO RELATIVO, NO 
RIGE LA G A R A N T f A  DE PREVIA AUDIENCIA. 

Conforme a la jurisprudencia d e  l a  Suprema Corte d e  Justicia d e  
l a  Nación, l a  garantía de previa audiencia prevista e n  el segundo pá- 
r rafo  del artículo 14 constitucional, únicamente rige respecto d e  los 
actos privativos, entendiéndose por éstos, aquellos q u e  e n  sí mismos 
constituyen u n  fin, con existencia independiente, cuyos efectos d e  pri- 
vación son de£initivos y no provisionales o accesorios. Ahora bien, 
dado q u e  el embargo judicial constituye una  medida provisional en- 
caminada a l  aseguramicnto d e  bienes del deudor para  garantizar, e n  
tanto  se resuelve e n  definitiva sobre la pretensión hecha valer, el pago 
d e  u n  crédito reclamado con base e n  u n  documento q u e  lleva apare- 
jada ejecución, debe considerarse q u e  para l a  emisión del a u t o  relativo 
-exequendo- n o  rige la garantía d e  previa audiencia. Lo anterior se 
corrobora por el  hecho d e  q u e  los efectos provisionales del citado a u t o  
quedan sujetas, e n  todo caso, a la tramitación normal del juicio d e  
q u e  se trate, e n  el q u e  el deudor es parte y donde podrá excepcionarse, 
dictándose e n  el  momento procesal opor tuno la resolución correspon- 
diente, la  q u e  sí p o d r i  constituir u n  acto privativo. 
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PJJ. 66/97 
Amparo en revisión 9757/84. Martha Badager de Vallejo. 10 de septiembre 

de 1985. Unanimidad de veintiún votos. Ponente: María Cristina Salmorán 
de Tamayo. Secretario: Arturo Iturbe Rivas. 

Amparo en revisión 1650/94. Pisos y Azulejos Baja California, S. A. de 
C. V. 25 de enero de 1996. Unanimidad de diez votos. Ausente: Juventino 
V. Castro y Castro. Ponente: Sergio Salvador Aguirre Anguiano. Secretario: 
Roberto Hernández Pérez. 

Amparo en revisión 1749/94. Addberto Hemández Pineda y otro. 29 de 
enero de 1996. Unanimidad de diez votos. Ausente: José Vicente Aguinaco 
Alemán. Ponente : Juan Díaz Romero. Secretario : Jacinto Figueroa Salmorán. 

Amparo en revisión 497/96. Promojol, S. A. de C. V. 25 de noviembre de 
1996. Unanimidad de diez votos. Ausente: Humberto Román Palacios. Po- 
nente: Sergio Salvador Aguirre hguiano.  Secretaria: Adela Domínguez Sa- 
lazar. 

Amparo en revisión 595/96. G. G. Consultores, S. A. de C. V. y otra. 11 de 
febrero de 1997. Once votos. Ponente: Sergio Salvador Aguirre Anguiano. 
Secretaria: Adriana Escona Carranza. 

El Tribunal Pleno, en su sesión privada celebrada el ocho de septiembre 
en curso, aprobó, con el número 66/1997, la tesis jurisprudencia1 que antece- 
de. México, Distrito Federal, a ocho de septiembre de mil novecientos noven- 
ta y siete. 

CONTROVERSIA CONSTITUCIONAL.  SENTENCIAS DECLARA- 
TIVAS DE INVALIDEZ DE DISPOSICIONES GENERALES. SdLO 
PUEDEN T E N E R  EFECTOS RETROACTIVOS EN MATERIA 
PENAL. 

Conforme a lo establecido en el penúltimo párrafo del artículo 105 
constitucional, la declaración de invalidez dictada en las controver- 
sias constitucionales no  tendrá efectos retroactivos, salvo en materia pe- 
nal, por lo que, al disponer el artículo 45 de la ley reglamentaria del 
citado precepto constitucional, que la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determinará a partir de qué fecha producirán sus efectos las 
sentencias relativas, debe concluirse que el legislador ordinario facultó 
al propio tribunal para determinar el momento en que puede, válida- 
mente, señalar la producción de efectos de su resolución que es, bien 
la fecha en que se dicta ésta, o alguna fecha futura, pero no  en forma 
retroactiva. 

PJJ. 74/97 
Controversia constitucional 56/96. Presidente de los Estados Unidos Mexi- 

canos en contra del H. Ayuntamiento Constitucional de Guadalajara, Jalisco. 
16 de junio de 1997. Mayoría de ocho votos. Ausentes: Mariano Azuela Güi- 
trón y Guillermo 1. Ortiz Mayagoitia. Disidente: Juventino V. Castro y Cas- 

www.juridicas.unam.mx
Esta revista forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 

http://biblio.juridicas.unam.mx

DR © 1998. Universidad Nacional Autónoma de México, 
Facultad de Derecho

http://biblio.juridicas.unam.mx


JURISPRUDENCIA 30 1 

tro. Ponente: Juan Díaz Romero. Secretaria: Maura Angélica Sanabria Mar- 
tínez. 

El Tribunal Pleno, en su sesión privada celebrada el veintitrés de septiem- 
bre en curso, aprobó, con el número 74/1997, la tesis jurisprudencia que an- 
tecede. México, Distrito Federal, a veintitrés de septiembre de mil novecien- 
tos noventa y siete. 

Nota: La votación señalada en el precedente sc refiere al criterio planteado cn 
la tesis. La ejecutoria relativa a la controversia constitucional 56/96 aparece pu- 
blicada en el Semanario Judicial de lo Pederaricin y sci Gaceta, novena época, 
t. VI, julio, p. 173. 

T R I B U N A L E S  C O L E G I A D O S  

CONCEPTOS DE VZOLACZóN ZNATENDZBLES. SON AQUELLOS 
ENCAMINADOS A COMBATIR ARGUMENTOS Q U E  FUERON 
hlATERZA DE ESTUDIO A L  RESOLVER U N A  CONTRADZCCZdN 
DE TESIS. 

C u a n d o  e n  u n  concepto  d e  violación se vier ten a rgumentos  q u e  ya  
f u e r o n  mate r ia  d e  es tud io  por e l  P l e n o  o por a l g u n a  d e  las  Salas d e  
l a  S u p r e m a  C o r t e  d e  Justicia d e  l a  Nac ión  a l  resolver u n a  contradic-  
ciGn d e  tesis, e l  m i s m o  dev iene  inatendible .  

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL QUINTO CIRCUITO 
V.20. 5/36 

Amparo directo 113/97. Afianzadora Insurgentes Serfín, S. A. de C. V. 10 
de abril de 1997. Unanimidad de votos. Ponente: Ricardo Rivas Pérez. Secre- 
taría: María del Rosario Parada Ruiz. 

Amparo directo 344/97. Afianzadora Insurgentes Serfín, S. A. de C. V., 
Grupo Financiero Serfín. 29 de mayo de 1997. Unanimidad de votos. Ponen- 
te: Jaime Raúl Oropeza García. Secretaria: Cleotilde J. Meza Navarro. 

Amparo directo 350/97. Americana de Fianzas, S. A. 29 de mayo de 1997. 
Unanimidad de votos. Ponente: Genaro Rivera. Secretario: Ramón Parra 
López. 

Amparo directo 525/97. Afianzadora Insurgentes Serfín, S. A. de C. V. 
Grupo Financiero Serfín, antes Afianzadora Insurgentes, S. A. 10 de julio de 
1997. Unanimidad de votos. Ponente: Ricardo Rivas Pérez. Secretario: Rafael 
Andrade Bujanda. 

Amparo directo 524/97. Afianzadora Insurgentes Serfín, S. A. de C. V. 
Grupo Financiero Serfín. 7 de agosto de 1997. Unanimidad de votos. Ponen- 
te: Ricardo Rivas Pérez. Secretario: Ernesto Encinas Villegas. 

COSA JUZGADA FORMAL Y COSA JUZGADA MATERIAL.  DZS- 
TZNCZON Y EFECTOS. 

Supuestas  l as  iden t idades  clásicas de partes, de cosa u o b j e t o  y de 
causa d e  pedir o h e c h o  g e n e r a d o r  de l  d e r e c h o  ejercitado, d e l  pronun- 
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ciamiento de derecho emana la autoridad de cosa juzgada formal, que 
hace irrecurrible el acto, y de cosa juzgada material, que hace indis- 
cutible el hecho sentenciado, esto es, las partes no pueden reabrir 
nueva discusión ni la autoridad re~o~lutora, o alguna otra, pueden 
pronunciarse otra vez respecto del hecho ya definitiva e irrecurrible- 
mente juzgado. 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO 
DEL PRIMER CIRCUITO 
1.lo.T. 5/28 

Amparo directo 11541/94. Salvador Montes Rico. 2 de febrero de 1905. 
Unanimidad de votos. Ponente: Rubén Pedrero Rodríguez. Secretario: Carlos 
Gregorio Ortiz García. 

Amparo directo 5041/95. Ferrocarriles Nacionales de México. lo. de junio 
de 1995. Unanimidad de votos Ponente: Rubén Pedrero Rodríguez. Secreta- 
no: Carlos Gregorio Ortiz García. 

Amparo en revisión 551/97. Juan Hemández Muñoz y otros. 26 de junio 
de 1997. Unanimidad de votos. Ponente: Rubén Pedrero Rodríguez. Secreta- 
no: Carlos Gregorio Ortiz García. 

Amparo directo 8501/97. Francisco Castro López. 21 de agosto de 1997. 
Unanimidad de votos. Ponente: Horacio Cardoso Ugarte. Secretario: Rjgober- 
to Calleja López. 

Amparo directo 8781/97. Aca Ropa, S. A. de C. V. 21 de agosto de 1997. 
Unanimidad de votos. Ponente: Rubén Pedrero Rodríguez. Secretario: Carlos 
Gregorio Ortiz García. 

ROBO. EL PARRAFO TERCERO DEL A R T f C U L O  371 DEL C ó -  
DIGO PENAL PARA EL DISTRITO FEDERAL PREVÉ U N  TIPO 
ESPECIAL Y N O  U N A  CALIFICATIVA. 

El párrafo tercero del artículo 371 del Código Penal para el Distrito 
Federal, aplicable para toda la República en materia federal, preve un 
tipo especial de robo y no  una calificativa, ya que ésta requiere nece- 
sariamente de la existencia del tipo básico o fundamental, previsto por 
el numeral 367 del citado ordenamiento legal, en tanto que el primero 
adquiere autonomía y propia sustantividad, porque contiene todos sus 
elementos y punibilidad propia: es decir, el tipo especial excluye la 
aplicación del básico, mientras que la calificativa no solamentc no 
lo excluye, sino que presupone su presencia, a la que se agrega como 
suplemento. 

CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL PRIMER 
CIRCUITO 
I.4o.P. J/3 

Amparo en revisión 296/97. Ricardo Albarrán Miranda y otros. 29 de mayo 
de 1997. Unanimidad de votos. Ponente: Juan Wilfrido Gutiérrez Cruz. Secre- 
tario: Juvenal Hernández Rivera. 
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Amparo en revisión 432/97. Alejandro Alberto Arana Arce. 10 de julio de 
1997. Unanimidad de votos. Ponente: Femando Hemández Reyes. secretario: 
Juvenal Hemández Rivera. 

Amparo directo 1372/97. Reyes Marcos Galana Rojas. 10 de julio de 1997. 
Unanimidad de votos. Ponente: Femando Hemández Reyes. Secretaria: Bea- 
triz Moguel Ancheyta. 

Amparo directo 1388/97. Benjamín Rolón Santaella o Juan Antonio Ben- 
jamín Rolón Santaella. 11 de julio de 1997. Unanimidad de votos. Ponente: 
Fernando Hmández Reyes. secretario: Juvenal Hemández Rivera. 

Amparo directo 1436/97. Alfonso Flores Sánchez. 11 de julio de 1997. Una- 
nimidad de votos. Ponente: Fernando Hemández Reyes. Secretario: Juvenal 
Hemández Rivera. 
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